
 

 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 212 DEL 

CÓDIGO PENAL FEDERAL. 

 El suscrito, Diputado Jorge Álvarez Máynez miembro del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, 

y en apego a las facultades y atribuciones conferidas por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción I, y artículos 77 y 78, del Reglamento de la 

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, someten a la consideración de esta asamblea la 

iniciativa con proyecto de decreto que se reforman y adicionan diversas disposiciones, en atención a la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Hoy en día, y a pesar de los esfuerzos que se han dado para fortalecer el combate a la corrupción con la creación de 

la Auditoría Superior de la Federación (ASF), de la Secretaría del a Función Pública (SFP), del Instituto Nacional 

de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), y la reciente creación del 

Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), la percepción de corrupción -de acuerdo con una encuesta de Parametría 

en 2014- no es mejor que hace tres décadas, lo mismo que la impunidad que la acompaña. 

La corrupción en el país se ha consolidado como un grave problema, pues, tal y como señala el Observatorio 

Nacional Ciudadano, “se ha convertido en el gran cáncer de la vida pública y privada de México, principalmente 

porque debilita el tejido y el bienestar social, debilita a las instituciones, obstaculiza a la justicia y frena el 

crecimiento del país”. Por ello, “es primordial combatir y erradicar los altos niveles de corrupción optimizando la 

transparencia, la rendición de cuentas y el aprendizaje de las mejores prácticas internacionales”. 

Diversos instrumentos, índices y estudios retratan esta realidad, ya que, en comparación con los países de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), México es el país más corrupto entre los 

35 miembros de la organización, y ocupa el lugar 123 de 176 países en el Índice de Percepción de la Corrupción, 

de acuerdo con el ranking publicado por Transparencia Mundial, el cual da a México 30 de 100 puntos en relación 

con la percepción de esta práctica. 

Asimismo, el Índice de Percepción de la Corrupción 2015 -herramienta elaborada por Transparencia Internacional 

(TI)-, evidencia que México sigue estancado en el lugar 95 de 168 países, respecto de dicha percepción, al obtener 

una calificación reprobatoria de 35 sobre 100, lo que lo coloca entre los países considerados en serios niveles de 

malas prácticas. Es decir, dicho índice muestra que en la última década no se ha avanzado en uno de los más 

grandes problemas que aqueja al país: la corrupción . 

La dimensión del problema de la corrupción es tan grande que el Foro Económico Mundial lo ha colocado como el 

principal obstáculo para hacer negocios en México, por encima de la inseguridad. De acuerdo a estimaciones del 

Banco Mundial, dicho obstáculo tiene graves costos económicos: el costo de la corrupción en nuestro país fluctúa 

entre el 9 y 10% del Producto Interno Bruto (PIB); tan sólo en 2016 dicho costo fue de 2.1 billones de pesos . Esto 

implica -según Transparencia Mexicana- que lo destinado a pagos extraoficiales, le cuesta a los mexicanos un 14% 

de su ingreso promedio anual. 

Derivado de lo anterior, resulta comprensible que exista una gran insatisfacción con respecto al sistema 

democrático del país. Según el Latinobarómetro, sólo el 27% de los mexicanos se encuentran satisfechos con la 

democracia, y el 88% de los mexicanos pensamos que la corrupción es un problema frecuente o muy frecuente . 

De igual manera, escándalos como el de la llamada Casa Blanca, Oceanografía, OHL, Panamá Papers y Odebrecht, 

así como las acusaciones de desvío y malversación de recursos públicos contra los ex gobernadores de Veracruz, 
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Chihuahua, Quintana Roo, Sonora, Aguascalientes, Coahuila, Guerrero, Nuevo León y Tabasco -por decir algunos-

, han contribuido en el profundo desencanto de la sociedad mexicana con las instituciones. 

Por si fuera poco, y aunado a lo anterior, la percepción respecto de la impunidad de los escándalos de corrupción, 

sólo minan la credibilidad de cualquier gobierno en la lucha contra la corrupción. La Auditoría Superior de la 

Federación entre 1998 y 2015, ha presentado 656 denuncias penales por actos de corrupción, de las cuales sólo 9 

han terminado en consignaciones; es decir, el 97.10% quedan en la impunidad . 

En ese sentido el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO) y el Centro de Investigación y de Docencia 

Económica (CIDE), en su publicación “Anatomía de la Corrupción” estimaron, a partir del Censo de Impartición 

de Justicia, que solamente el 2% de los delitos cometidos por servidores públicos derivan en sentencias que 

implican privación de la libertad. 

De una comparativa internacional de 2014, sobre Delitos Perseguidos y Número de Condenas -del referido estudio 

del IMCO- señala que a diferencia de países como Singapur -que, de 175 delitos perseguidos, tienen 134 condenas- 

o Estados Unidos -que, de 688 delitos perseguidos, existen 614 condenas-, México cuenta con 48 condenas de 

1,946 delitos perseguidos, es decir, con sólo el 2.4% de condenas del total de los delitos perseguidos. 

En ese tenor, la ineficacia del gobierno de México para castigar a los políticos corruptos se retrata en una 

investigación de Pablo Montes, que documenta que, “entre 2000 y 2013, periodo en el que México tuvo 63 

gobernadores, fueron exhibidos 71 casos de corrupción por parte 41 gobernadores. De éstos, sólo 16 casos fueron 

investigados y sólo 4 gobernadores fueron procesados y encontrados culpables”. En contraste, se documentó que, 

durante el mismo período, en los Estados Unidos de América del Norte fueron investigados 9 gobernadores, 

mismos que fueron procesados y detenidos”. 

Sin embargo, la corrupción no sólo afecta a las instituciones y al gobierno, pues según la Encuesta sobre Fraude en 

México de 2010, 8 de cada 10 empresas que operan en México han padecido cuando menos un fraude en los 

últimos 12 meses. Asimismo, la misma encuesta advierte que el 47% de los emprendedores y dueños de negocios 

se enfrentan a la “necesidad” de hacer un pago extraoficial para poder operar; de igual manera, el 44% de las 

empresas en México realizaron pagos extraoficiales a funcionarios públicos. 

Es decir, la corrupción permea en todos los niveles y áreas del país, por lo que se requiere combatir prácticas 

relacionadas con la misma, con base en el cumplimiento irrestricto de la ley, en la aplicación de una política de 

cero tolerancia a la corrupción y a la impunidad. Ninguna transformación positiva del país tendrá éxito si antes no 

se da la batalla de manera decidida contra la corrupción y la impunidad.  

Es así que proponemos instituir la "muerte civil" a servidores públicos y particulares que hayan sido condenadas 

por actos de corrupción; esto es, inhabilitarlos para desempeñar cargos públicos o para participar en la contratación 

de compras y de obras gubernamentales; así como inscribirlos en el sistema nacional de Servidores Públicos y 

particulares sancionados de la Plataforma digital nacional, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción. 

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consideración, la presente iniciativa con proyecto de: 

DECRETO 

Que reforma el artículo 212 del Código Penal Federal, a fin de instituir la "muerte civil" a servidores 

públicos y particulares que hayan sido condenados por actos de corrupción. 
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Artículo 212.- [...]. 

 

[...]. 

De manera adicional a dichas sanciones, se impondrá a los responsables de su comisión, la pena de destitución y la 

inhabilitación, de manera definitiva, para desempeñar empleo, cargo o comisión públicos, así como para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, concesiones de prestación de servicio 

público o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la Federación, independientemente de 

que el responsable tenga el carácter de servidor público, de particular, o de funcionario o empleado de 

confianza. 

Asimismo, se suspenderán, a los responsables de su comisión, los derechos del ciudadano establecidos en el 

artículo 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como para representar a 

personas jurídicas, para ejercer profesión, oficio, autorización, licencia o permiso, relacionados con la 

comisión de los delitos previstos en este Título, en materia federal, por un plazo de uno a veinte años, 

atendiendo a los siguientes criterios: 
 

I.- Será por un plazo de uno hasta diez años cuando no exista daño o perjuicio o cuando el monto de la 

afectación o beneficio obtenido por la comisión del delito no exceda de doscientas veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización, y 

II.- Será por un plazo de diez a veinte años si dicho monto excede el límite señalado en la fracción anterior. 

Para efectos de lo anterior, el juez deberá considerar, en caso de que el responsable tenga el carácter de 

servidor público, además de lo previsto en el artículo 213 de este Código, los elementos del empleo, cargo o 

comisión que desempeñaba cuando incurrió en el delito. 

 

Cuando el responsable tenga el carácter de particular, el juez deberá imponer dicha sanción, considerando, 

en su caso, lo siguiente: 

 

I.- Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones; 

II.- Las circunstancias socioeconómicas del responsable; 

III.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y 

IV.- El monto del beneficio que haya obtenido el responsable. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario o empleado de confianza será una circunstancia que 

podrá dar lugar a una agravación de dicha pena. 

 

Cuando los delitos a que se refieren los artículos 214, 217, 221, 222, 223 y 224, del presente Código sean 

cometidos por servidores públicos electos popularmente o cuyo nombramiento esté sujeto a ratificación de 

alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, las penas previstas serán aumentadas hasta en un tercio. 

 

Además de las penas previstas, se inscribirá a los responsables de su comisión en el sistema nacional de 

Servidores Públicos y particulares sancionados de la Plataforma digital nacional y se harán públicas, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y las disposiciones 

legales en materia de transparencia, las constancias de sanciones o de inhabilitación que se encuentren 



 

 
 

firmes en contra de los Servidores Públicos o particulares que hayan sido sancionados por actos vinculados 

con faltas graves en términos del artículo 27 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, así 

como la anotación de aquellas abstenciones que hayan realizado las autoridades investigadoras o el 

Tribunal, en términos de los artículos 77 y 80 de la referida Ley. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor conjuntamente con la entrada en vigor del Decreto por el que se 

reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Penal Federal en Materia de Combate a la 

Corrupción, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016. 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

Rúbrica 

Dip. Jorge Álvarez Máynez 
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